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			Nadie duda de que el Banco de España es una institución fundamental del sistema económico y financiero español y, por ende, también del sistema político, dada su estrecha vinculación con el Estado. Sin embargo, solo a partir del siglo XX se iniciaría una investigación científica sobre los distintos aspectos que comportaban la creación y el funcionamiento de tan básico instituto, sin duda debido a la tardía incorporación de las cuestiones económicas y financieras dentro de las disciplinas históricas. De este modo, los estudios esenciales para el conocimiento de la entidad bancaria central española y de sus antecedentes no aparecerán hasta la segunda mitad del siglo pasado y las obras generales y más completas no se escribirán hasta las dos décadas que se han consumido de nuestra centuria. Así, para no extendernos demasiado, nos referiremos en este último caso solamente al volumen colectivo titulado 150 años de historia del Banco de España (Madrid, 2006) y al discurso de ingreso en la Real Academia Española de Pedro Tedde de Lorca, La evolución del Banco de España como banco central (1782-1914): una aproximación de historia comparada (Madrid, 2019).

			La obra que aquí presentamos no aspira a constituir una actualización de todo lo escrito por los historiadores de la economía y la hacienda sobre la institución, sino proporcionar al lector interesado un acercamiento a los antecedentes, la fundación y algunas de las cuestiones más candentes en torno a la institución en los tiempos más recientes, desde la Guerra Civil hasta nuestros días. Para ello se ha enrolado en la empresa a algunos reputados especialistas, que garanticen una obra de divulgación que resulte rigurosa, que contenga referencias bibliográficas idóneas y que se ajusten a una narración de extensión limitada para hacerla asequible al mayor número posible de lectores. Por otra parte, la presente edición ha adoptado también una propuesta original, la de que a cada episodio le acompañe la biografía de alguno de sus principales, e indiscutibles a veces, protagonistas, de modo que por dicha galería desfilan Francisco Cabarrús, Ramón Santillán, el arquitecto Eduardo Adaro, Demetrio Carceller, Joaquín Benjumea y Luis Ángel Rojo. La solvencia del resultado será el indicativo del éxito de la empresa. 

			***

			El libro da comienzo con el capítulo de Marina Alfonso sobre el antecedente inmediato del Banco de España: el Banco de San Carlos, fundado en 1782 y liquidado en 1829. Su aparición se debió a un fenómeno coyuntural, pero de enorme relevancia: la enésima guerra contra Inglaterra, entablada a partir de 1779, supuso el estrangulamiento económico de la Carrera de Indias y de la Real Hacienda, por lo que hubo que buscar remedio a una situación desesperada. La solución se cifró en la emisión, a partir del año siguiente, 1780, de los llamados vales reales, títulos de la deuda pública con un interés del 4% y un plazo de amortización de veinte años, que debían permitir disponer inmediatamente de efectivo para afrontar los acuciantes retos que tanto los particulares como la Monarquía tenían por delante. Los vales reales sirvieron efectivamente pa-ra remediar la repentina carencia de los recursos metálicos americanos, para ofrecer la liquidez necesaria a los cargadores y, al Estado, para hacer frente a sus elevados gastos militares. Sin embargo, la reticencia de los particulares y las instituciones ante las sucesivas emisiones de vales reales motivó la rápida depreciación de los títulos y la perentoria necesidad de buscar un instrumento para la amortización de los mismos. Esa fue la razón de la creación del Banco de San Carlos, tal como se expresa en el preámbulo de la Real Cédula fundacional: “La erección de Vales y medios Vales a que han precisado las urgencias de la presente guerra […] exigía también el establecimiento de un recurso pronto y efectivo para reducir aquellos vales a moneda de oro y plata cuando sus tenedores la necesitasen o prefiriesen”.

			El Banco Nacional de San Carlos fue creado por la Real Cédula publicada el 2 de junio de 1782. Inmediatamente, se le dotó de los correspondientes estatutos y de una dirección colegiada a cuyo frente se puso Francisco Cabarrús, quien dirigió los años más prósperos de la institución, los años ochenta, gracias a la bonanza económica proporcionada por el fin de las hostilidades tras la paz de Versalles. Sin embargo, la situación no habría de durar, pues a partir de 1793 se iniciaría un nuevo ciclo bélico que iba a prolongarse durante dos décadas, sumiendo a las fortunas privadas y al Tesoro Público en una larga época de recesión. Desde este momento, la principal misión del Banco de San Carlos fue conseguir efectivos para poder pagar los vales reales. Uno de los expedientes imaginados a tal fin tendría una dilatada tradición en la historia española: la desamortización de bienes eclesiásticos, convertidos en bienes nacionales, a través de diversas operaciones inauguradas en 1798 y repetidas en 1809 (por José I), en 1813 (por las Cortes de Cádiz) y en 1820 (por los gobiernos del Trienio Liberal). 

			Sin embargo, pese a tales iniciativas, el talón de Aquiles del Banco de San Carlos siguió siendo su constante atención a las necesidades de numerario de la Real Hacienda o, en otras palabras, su subordinación al Estado. Y eso ocurrió de la misma manera durante el reinado de José I (incluso cuando el propio Francisco Cabarrús fue ministro de Hacienda) y durante el reinado de Fernando VII, en que vemos a los dirigentes del Banco de San Carlos intentando vanamente la devolución de la deuda que el Estado tenía contraída con la institución, que prácticamente constituía el único activo con el que podía contar. De esta forma, el Banco de San Carlos consumió los últimos años de su existencia en esta extenuante tarea, hasta que se hizo evidente la necesidad de un cambio, la constitución de una nueva entidad, su heredera, el Banco Nacional de San Fernando, que en 1829 abonó la menguada suma de 40 millones de reales para liquidar y susti-tuir a la venerable institución ilustrada. En cualquier caso, en palabras de Pe-
dro Tedde de Lorca, su mejor conocedor, la andadura del Banco de San Carlos configura “una etapa de la modernización de la España contemporánea”.

			Gloria Quiroga realiza una breve trayectoria por los sucesivos bancos fundados en la estela del anterior y que pervivieron con distintos nombres: Banco Español de San Fernando (1829), Banco de Isabel II (1844), Nuevo Banco Español de San Fernando (fruto de la fusión de los dos anteriores, 1847) y, por fin, Banco de España (1856), aunque incluso bajo este nombre todavía no pueda hablarse de un verdadero banco central. El primero de ellos, pese a los propósitos que inspiraron su fundación, y pese a disfrutar del privilegio de emisión en Madrid, continuó con la excesivamente estrecha vinculación con la Real Hacienda que condujo a la ruina del primero, ahora igualmente concediendo créditos al tesoro público y actuando como intermediario entre los inversores (nacionales y extranjeros) y el Estado español. De esa forma, se repitió la historia, el banco era acreedor de la Real Hacienda, que había debido hacer frente a numerosos gastos (especialmente durante el transcurso de la primera guerra carlista), por la cantidad de 223 millones de reales, que era el doble del total de sus activos.

			Paralelamente se había fundado (el 25 de enero de 1844) el Banco de Isabel II, con un capital social de cien millones de reales, que suponía el doble del inicialmente concedido al Banco Español de San Fernando. En este caso, la nueva entidad, que obtuvo el privilegio de la emisión de moneda y que cuenta en su haber con su decidida contribución a la generalización del billete de banco, sufrió las consecuencias, no de sus préstamos al Estado, sino de sus excesivos créditos a empresas particulares, que llegaron a suponer el 97% del activo del banco. En esta tesitura Ramón Santillán, como ministro de Hacienda, tomó la sabia medida de refundir ambos bancos en uno solo (25 de febrero de 1847), dotando a la nueva entidad, con un capital fundacional de 200 millones de reales. Sin embargo, a mediados de 1848, el Nuevo Banco Español de San Fernando, título dado a la institución resultante de la refundición, se encontraba al borde de la bancarrota, como consecuencia de las mismas prácticas en relación con el Tesoro. Su salvación se consiguió mediante el oportuno decreto de reorganización del banco dado al año siguiente (4 de mayo de 1849), que supuso además el nombramiento de Ramón Santillán como primer gobernador de la entidad (en diciembre del mismo año). Sin embargo, pronto hubo de promulgarse una medida legislativa más ambiciosa y general, las Leyes de Bancos de Emisión y de Sociedades de Crédito de 1856, que, entre otras cosas, dio al Banco de España su nombre actual.

			El flamante Banco de España se benefició de una larga etapa de bonanza económica (ocho años de ininterrumpido crecimiento económico), pero siguió actuando como proveedor de créditos para las necesidades del Estado. Y así, agotada la etapa de estabilidad económica y política, se fue gestando una nueva crisis que conduciría a los graves acontecimientos del destronamiento de Isabel II y el comienzo del llamado sexenio revolucionario. Y, sin embargo, durante esta convulsa etapa, el Banco de España, que había obtenido el privilegio exclusivo de emisión de moneda para todo el territorio nacional, supo poner las bases para un nuevo sistema monetario que fue encaminándose progresivamente hacia la imposición del patrón plata. Y, sobre todo, dio pasos decisivos para convertirse en un verdadero banco central, gracias al citado privilegio de emisión de moneda, a sus servicios (como siempre había ocurrido antes) al Estado, a la capacidad de gestionar las reservas exteriores mediante la compra y venta de oro y plata y, sobre todo, su progresiva actuación como un “banco de bancos”, especialmente tras la ayuda prestada al Banco Hispano Americano con ocasión de su suspensión de pagos en 1913. Ahora bien, hablar con toda propiedad del Banco de España como un banco central solo puede hacerse a partir de 1962, cuando se decreta su nacionalización y puede entonces convertirse en la institución responsable de la política monetaria con independencia respecto al Gobierno español.

			Durante este largo camino recorrido, el Banco de España tuvo diversas sedes, que son estudiadas aquí por José Peral. Al principio, sus asentamientos fueron efímeros y tal vez incómodos. El Banco de San Carlos abrió sus primeras oficinas en Madrid en un inmueble alquilado en la calle del Barco n.º 27, aunque la primera Junta de accionistas hubo de celebrarse en la “posada de Ventura Figueroa”, a la sazón presidente del Consejo de Castilla, lo que da idea de la precariedad de las primitivas instalaciones de la sociedad. Más tarde se alquiló otra vivienda, en el n.º 17 de la calle de la Luna, pero la Junta tuvo como escenario el palacio del duque de Altamira, hasta que en 1785 se pudo hacer en la casa del banco, que comprendía parte del palacio de Sástago, situado en la calle de la Luna esquina con la de Tudescos. Tan solo muchos años más tarde, el Banco de San Carlos se trasladó a una casa en propiedad, tras adquirir un inmueble en la calle de la Montera, corriendo ya el año 1823, es decir en las postrimerías de la vida de la entidad.

			La fusión del Nuevo Banco de San Fernando con el Banco de Isabel II exigió un nuevo edificio mejor adaptado a las funciones de una entidad bancaria. Así sus oficinas se instalaron en la vieja sede de la compañía de los Cinco Gremios Mayores de Madrid, en la calle de Atocha, de modo que, treinta años después, en el plano parcelario de Madrid de 1877, el edificio ya ha perdido su relación con la veterana compañía y ya es conocido como el asiento del Banco de España, denominación, como ya se sabe, adoptada a partir de 1856. 

			El Banco de España necesitaba, sin embargo, de una nueva sede. Para ello, se convocó en 1882 un concurso público, que fue ganado por los planos presentados por los arquitectos donostiarras Luis Aladrén y Adolfo Morales de los Ríos, que no obstante no fueron los utilizados para la construcción de la sede definitiva. Este privilegio recayó en otros dos arquitectos vinculados con la institución, Eduardo Adaro y José María Aguilar, que había sido con su proyecto el ganador del concurso para el edificio de la Casa de las Alhajas. Las obras se iniciaron en 1887 en un momento en que el eje principal del nuevo Madrid se había ido deslizando desde la Puerta del Sol a la plaza de Cibeles. De ese modo, la fachada principal del Banco de España se proyectó sobre el paseo del Prado, constituyendo en aquel momento “la imagen del Madrid moderno”. Inaugurado oficialmente en 1891, el edificio del Banco de España sufriría una amplia remodelación en 1927 y toda una serie de intervenciones escalonadas a lo largo del siglo XX e incluso del XXI hasta llegar a su estado actual.

			Los capítulos dedicados al Banco de España en el siglo XX se inician con el artículo de Manuel Peña sobre el oro almacenado por el Banco de España durante el siglo XX y sobre su destino final, una cuestión que se imbrica profundamente con un tópico que ha hecho correr ríos de tinta, el del “oro de Moscú”, tema tan propicio a cábalas e invenciones hasta que fue abordado de manera rigurosamente científica por Ángel Viñas. Hay que empezar por decir que la entidad bancaria española se benefició para el almacenamiento de una cantidad considerable de oro (que corrió de manera cada vez más abundante gracias al descubrimiento de las minas de Brasil en el siglo XVIII y de las minas de California y de Australia en el siglo XIX) de dos circunstancias excepcionales: la pérdida de las últimas colonias ultramarinas (1898-1899), con la consiguiente repatriación de capitales, y la neutralidad mantenida durante la Primera Guerra Mundial, que permitió a España convertirse en proveedor de las potencias contendientes, sin sufrir las penurias del conflicto.

			El fracaso inicial del levantamiento fascista contra la Segunda República y el sucesivo fracaso de la ofensiva de los sediciosos contra Madrid dejó en manos del Gobierno legítimo el contingente de oro almacenado en la cámara acorazada del Banco de España, que ascendía a un total de 638 toneladas del preciado metal, a las que había que añadir otras 59 toneladas depositadas en el Banco de Francia en Mont de Marsan. Tan elevada suma debía ser preservada, por lo que el Gobierno español decidió trasladar los fondos madrileños al puerto de Cartagena, maniobra que se reveló pronto como insegura, por lo que se tomó la determinación de enviar el oro al extranjero. El presidente de la República, Manuel Azaña, el jefe del Gobierno, Francisco Largo Caballero, y el ministro de Hacienda, Juan Negrín, barajaron las posibilidades de enviarlo a algunos de los países considerados más democráticos (Francia, Reino Unido, Estados Unidos), pero la opción de estas potencias por la política de no intervención, tan lesiva para los intereses republicanos, hizo inclinar la balanza a favor de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas. Moscú recibió 510 toneladas de oro, mientras que el Banco de Francia se hacía por distinta vía con otras 174 toneladas. Este oro sirvió para la adquisición por parte de la República de armas, combustible, víveres y materias primas, de modo que todo el oro “se gastó y, en bastantes ocasiones, se malgastó”.

			Tras el final de la guerra, el Gobierno del general Franco se esforzó por conseguir oro para las exhaustas arcas del Banco de España, pero todos los esfuerzos (incluyendo el contrabando de wolframio) fueron insuficientes. Tras la compra de 67 toneladas (en 1942-1945, todavía durante la Segunda Guerra Mundial) y la posterior recuperación de parte de los efectivos depositados en Francia (otras 115 toneladas), el pago de los préstamos contraídos redujo la empresa a la nada, de tal modo que en 1957-1959 la cámara acorazada del Banco de España solo contenía la reducida cantidad de 10 toneladas de oro.    

			Tras el estudio del tema específico del oro, la historia del Banco de España se prosigue con el artículo de Alberto Carrillo-Linares sobre su nacionalización en 1962. El gran paso se dio en el contexto de la situación económica (y, por tanto, también política) de la década de los cincuenta, cuando la autarquía del régimen se dio por caducada y empezaron a adoptarse una serie de medidas liberalizadoras, cuya plasmación en el terreno monetario y financiero fue el ingreso de España en el Fondo Monetario Internacional. En esta tesitura, resultó evidente que el Banco de España había quedado también obsoleto y con la estructura que presentaba era incapaz de afrontar el reto de los nuevos tiempos y de la apertura a la economía internacional. 

			Fue el entonces gobernador del banco, Joaquín Benjumea, el encargado de proceder a la obligada reestructuración de la sede central del sistema monetario y financiero nacional. Y lo hizo a través de dos medidas de gran relevancia: la Ley de Bases de Ordenación del Crédito y la Banca (14 de abril de 1962) y el Decreto-Ley de Nacionalización y Reorganización del Banco de España (7 de junio del mismo año). La reforma trajo consigo, entre otras cosas, la creación del Instituto de Crédito a Plazo Medio y Largo como institución destinada al control y coordinación de los bancos públicos, el fomento de la especialización bancaria, el impulso de la financiación a medio y largo plazo a través de las entidades oficiales de crédito y una mejor reglamentación del mercado de valores. 

			En consecuencia, el Banco de España culminó su larga travesía histórica, asumiendo las muchas funciones que hasta entonces no había podido ejercer. Se convirtió en entidad asesora en cuestiones de política monetaria mediante la elaboración de informes y estadísticas, fue órgano ejecutor de las políticas monetaria y crediticia del Gobierno, se hizo cargo de las tareas de inspección de las actividades de los bancos privados y de las cajas de ahorro y, sobre todo, alcanzó el cielo de las operaciones bancarias de nivel nacional: emisión de moneda, provisión de créditos al sector público, realización de operaciones tanto con el Tesoro como con el sector privado y, finalmente, el objetivo último anhelado desde hacía tiempo, su actuación como banco de bancos, clave de bóveda de su nueva constitución.

			Si el Banco de España culminó su proceso de maduración dentro de las fronteras interiores en 1962, ya antes había iniciado un segundo proceso, que era el de la superación de dichas fronteras con su integración en Europa, que es el objeto de la contribución de Misael Arturo López Zapico. Una Europa que había sido la meta adonde habían dirigido sus miradas los pensadores regeneracionistas (como Joaquín Costa y Lucas Mallada) y que había sido señalada en una frase de José Ortega y Gasset, llamada a convertirse en tópica: “España es el problema, Europa es la solución”. 

			Esta conciencia se abrió ya paso incluso en los años centrales de la dictadura franquista, cuando se decretó el Plan de Estabilización de 1959, al que contribuyó en no poca medida Juan Sardá, el director del Servicio de Estudios del Banco de España. En la onda de esta opción aperturista, se produjo, como ya se indicó, el ingreso español en el Fondo Monetario Internacional (FMI), la Organización Europea para la Cooperación Económica (OECE) y el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF). Aún se dio un último paso demostrativo de esa voluntad europeísta: la firma del acuerdo preferencial entre España y la Comunidad Económica Europea en 1970. Las bases estaban ya bien asentadas para el futuro.

			Con la muerte del dictador y el advenimiento de la democracia, se removió el último obstáculo que impedía avanzar más decididamente en la integración en Europa, cuyas etapas son bien conocidas, como se detalla perfectamente en el artículo: Tratado de Adhesión a la Comunidad Económica Europea (firmado en Madrid, el 12 de junio de 1985, tras haber pagado el peaje del referéndum de la OTAN), ingreso efectivo (1.º de enero siguiente), firma del Acta Única Europea (1987), ingreso en el Sistema Monetario Europeo (1989). Mientras tanto, de puertas adentro, el Banco de España hubo de liquidar el marco legal de 1962 mediante la Ley de Autonomía de 1994. Concluido el largo mandato socialista, los conservadores culminaron la integración, con el ingreso en el Banco Central Europeo (1998) y la adopción del euro, aunque con algunas deficiencias económicas estructurales, como una política laboral regresiva, una aceleración desmesurada de las privatizaciones y una apuesta por el turismo y el ladrillo, lo que originaría la fragilidad y vulnerabilidad de la económica española, tal como se pondría de manifiesto durante las crisis del siglo XXI. 

			***

			Como anunciamos, uno de los puntos que han querido marcar la singularidad de la obra ha sido la de confeccionar un elenco de personalidades vinculadas a las distintas etapas de la trayectoria de una institución que, añadiendo los antecedentes, pronto sumará los doscientos cuarenta años de funcionamiento. De esta manera, cada artículo lleva aparejado una biografía que, pretendiendo ante todo dar cuenta de la vida de los personajes, sirve también para profundizar en el conocimiento de la entidad bancaria con la que se relaciona, de modo que a ve-
ces estos ensayos tienen la misma extensión y, desde luego, pretenden tener el mismo rigor que los artículos que forman el núcleo de la obra.

			El primero de la lista es, sin lugar a duda, Francisco de Cabarrús, el alma del Banco Nacional de San Carlos. Su semblanza se confunde muchas veces con la existencia misma de la entidad, pero aquí se amplían las noticias a su origen francés, su vocación empresarial, sus estrechos lazos con el pensamiento ilustrado, su inclinación más tardía a las soluciones liberales en materia económica pero también política (como queda reflejada en sus Cartas), su adscripción al bando de los llamados afrancesados y su labor como ministro de Hacienda de José I, lo cual no desmentía ni su trayectoria ideológica ni su modo de entender el patriotismo español. Se equivocó algunas veces, pero nadie puede negarle su impulso decisivo para la creación del primer banco nacional español ni su constancia en creer en la regeneración de la nación mediante la aplicación de los modernos principios surgidos de los círculos ilustrados y de los del primer liberalismo.

			También resulta obvia la elección para la siguiente biografía de Ramón Santillán, que pese a desempeñar los más breves mandatos conocidos como ministro de Hacienda (tres meses y medio la primera vez y 59 días la segunda), tuvo tiempo de promover dos de las más importantes reformas fiscales de su periodo, amén de ser el primer gobernador del Nuevo Banco Español de San Carlos y del Banco de España, sin solución de continuidad, durante catorce años. Estas actividades le permitieron escribir sendas memorias sobre la trayectoria de los bancos desde el de San Carlos al Banco de España y sobre las reformas hacendísticas, que constituyen unas páginas magistrales de historia económica y financiera. A ellas deben añadirse las Memorias personales que, publicadas póstumamente por su expreso deseo, se extienden a lo largo de la mayor parte de su vida (entre 1808 y 1856) y que trazan, en un lenguaje más desenvuelto, un vivo retrato de los protagonistas de la política y la economía del momento y un fresco impagable de la política económica de una época en que se produjeron transformaciones fundamentales en un ámbito que el autor conocía muy bien a partir de su propia experiencia.  

			La vida profesional de Eduardo Adaro estuvo estrechamente vinculada a las necesidades arquitectónicas del Banco de España. En ese sentido, no solo tuvo a su cargo la construcción del edificio definitivo de la entidad en Madrid (inaugurado en 1891), sino que estuvo relacionado con la apertura de sucursales a lo largo de toda la geografía española, bien supervisando las obras ya realizadas (Banco Balear de Palma de Mallorca), bien proyectando edificios de nueva planta (Sevilla, San Sebastián, Teruel, Lérida, Zaragoza, Granada, Cartagena, Málaga, Las Palmas de Gran Canaria, Pontevedra, Huesca), bien dirigiendo las reformas de otros inmuebles (Alicante, Burgos). Sin embargo, también fue autor de otros proyectos al margen del mundo bancario, como los de la Escuela de Santa Rita de Carabanchel, el Mercado de Olavide de Madrid, el edificio de La Industrial Madrileña, las cárceles de Madrid y de Oviedo o diversas residencias particulares. Innovador en la utilización de nuevos materiales (vidrio, cinc, pero sobre todo hierro), participó muy activamente en las labores de la Sociedad Central de Arquitectos y vio reconocida sus aportaciones con la elección como miembro de la Real Academia de Bellas Artes de San Fernando, aunque su muerte le impidió leer su discurso de ingreso en la prestigiosa institución.   

			Para ilustrar el trabajo sobre las vicisitudes del oro durante la Segunda República y la Guerra Civil, se ha elegido la figura de Demetrio Carceller, el hombre que con más ahínco persiguió la adquisición de oro (por ejemplo, comprando 67 toneladas entre 1942-1945), aunque desde el bando franquista. Durante mucho tiempo, su imagen ha sido la del político falangista, el ministro de Franco durante la época más severa de la autarquía económica y el hombre que supo hacerse a partir de su posición privilegiada con una de las mayores fortunas de España antes de su muerte. Hoy día, los estudios de algunos cualificados especialistas tienden a matizar estos aspectos, señalando su condición de self-made man, su vocación empresarial, su insistencia en mantener un permanente vínculo económico y humano entre Madrid y Barcelona, su rápido abandono del falangismo (aunque fue consejero de Falange en 1939 y responsable de la formación en Cataluña en 1940), su flexible concepto de la autarquía económica (aunque fue ministro de Industria y Comercio entre 1940 y 1945), su capacidad de negociación (al mismo tiempo con Gran Bretaña y los Estados Unidos y con la Alemania de Hitler) y, en definitiva, su esencial pragmatismo. Elementos todos que permiten una valoración más equilibrada del político franquista.

			El nombre del sevillano Joaquín Benjumea está indisolublemente unido a ese momento crucial de la historia del Banco de España que fue su nacionalización en 1962. Sin embargo, su trayectoria humana y política es mucho más extensa. Ingeniero de Minas, colaboró en la creación y funcionamiento de la malagueña Sociedad Hidroeléctrica del Chorro (desde 1903 y llegando a ser su presidente en 1937) y participó en la creación de la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir (1927). Su salto a la vida política fue tardío y se debió a su rápida adhesión al levantamiento de 1936 contra la Segunda República. De esta forma, le llegaron los nombramientos de presidente de la Diputación de Sevilla (con el apoyo del siniestro Gonzalo Queipo de Llano), de alcalde de Sevilla (amparado por el filonazi Ramón Serrano Súñer) y de ministro de Agricultura y Trabajo del primer Gobierno civil de Franco (1939-1941), de donde pasaría al ministerio de Hacienda durante unos años claves (1941-1951) y finalmente al cargo de gobernador del Banco de España (desde 1951 hasta 1963, la fecha de su muerte). Consecuentemente, acaparó todos los galardones posibles que supo otorgarle el régimen: primer conde de Benjumea, doctor honoris causa de la Universidad de Sevilla y Grandes Cruces de Carlos III, Isabel la Católica, del Mérito Civil y de Cisneros al Mérito Político.

			La galería se cierra con la biografía de Luis Ángel Rojo, cuyo nombre encarna la integración del Banco de España en las grandes instituciones financieras europeas del siglo XX. Su formación le hacía candidato idóneo para tal misión: licenciado en Derecho y, más tardíamente, en Ciencias Económicas, una estancia en la prestigiosa London School of Economics acabó por perfilar su pensamiento en las materias que habría que tratar en su vida profesional. Desarrolló después una brillante carrera universitaria, con la lectura de su tesis doctoral (1963), su nombramiento como profesor de Teoría Económica (1964) y su acceso a la cátedra de la misma materia (1966). Después, su casa fue el Banco de España, donde desempeñó sucesivamente los cargos de director de Estudios (1971-1988), subgobernador (1988-1992) y gobernador (entre 1992 y 2000). Desde allí hizo frente a la aplicación del tratado de Maastricht, a la fundación del Banco Central Europeo, a la integración del Banco de España en el Sistema Europeo de Bancos Centrales y a la adopción del euro como moneda única europea. A partir de ahí, el biografiado, que abandona el Banco de España, se convirtió en un “testigo privilegiado de la época”, con su disección de los problemas de la economía mundial, incluyendo su crítica a la banca estadounidense, al propio Banco Central Europeo y al Fondo Monetario Internacional. Y aún tuvo tiempo de disfrutar de un reconocimiento que le proporcionó grandes gozos, sus doctorados honoris causa por las universidades de Alcalá y de Alicante y, sobre todo, su elección como miembro de la Real Academia Española, en cuyo discurso de ingreso tuvo la oportunidad de expresar su admiración por uno de los mayores escritores que ha dado nuestro país, Benito Pérez Galdós.

			Y así finaliza un libro que, como ya se señaló al principio, ha querido ser una aproximación solvente a los antecedentes, la fundación, el funcionamiento y algunas de las cuestiones más relevantes concernientes al Banco de España hasta nuestros propios días. Al mismo tiempo, la organización de la obra ha permitido dar entrada a una serie de amplias biografías de algunos de los protagonistas más destacados en la vida de una institución que ha sido de vital importancia para la economía, y no solo la economía, sino para la historia de España.
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CAPÍTULO 1

			EL BANCO NACIONAL DE SAN CARLOS, 
ANTECEDENTE INMEDIATO (1782-1829)

			Marina Alfonso Mola







			 

			El Banco Nacional de San Carlos es una entidad financiera inseparable de lo que fue el Banco de España, hasta tal punto que en muchas ocasiones fue conocido bajo tal nombre desde el principio de su funcionamiento. Su creación, a su vez, estuvo estrechamente vinculada a la emisión de unos títulos de la deuda pública llamados “vales reales”, que vinieron a constituir la primera forma de papel moneda que circuló en España y que a fines del siglo pasado habrían cumplido los dos siglos (20 septiembre de 1780) de su nacimiento. Sin embargo, antes de esta emisión, y dejando aparte precedentes lejanos, ya había surgido en los círculos dirigentes de la política española la idea de constituir este banco central1.

			1. LOS ORÍGENES DEL PRIMER BANCO NACIONAL

			La primera plasmación sistemática de la idea de la creación de un banco nacional avalado por la Corona, con sede central en Madrid y sucursales en las provincias más importantes, se debe al conde de Floridablanca, a la sazón primer secretario de Estado de Carlos III. La principal razón de la oportunidad del proyecto se derivaba de los efectos de la guerra con Inglaterra iniciada justamente en el año 1779 (guerra de la independencia de las Trece Colonias), que coartaba la financiación del tráfico de la Carrera de Indias (ahora en régimen de libre comercio por el decreto de 12 de octubre de 1778 llevado a efecto a partir del 1 de enero siguiente), dificultaba la obtención del crédito imprescindible para el trato de los cargadores de Indias (ya que solo la Compañía de los Cinco Gremios Mayores de Madrid, como señalaban las Memorias de la Real Sociedad Matritense Amigos del País de 1778, descontaba los efectos mercantiles y las letras de cambio) y aumentaba la captura de los barcos españoles del tráfico colonial, agravando sus efectos entre los cargadores que no podían hacer frente a las pérdidas sufridas y se veían abocados a las consiguientes bancarrotas e incluso a la desaparición de sus compañías. A ello debería unirse otro grave contratiempo: la elevada sangría que para la Real Hacienda suponían los cuantiosos préstamos (con onerosos intereses) que se veía obligada a concertar en Europa, aumentando así la deuda pública española.
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En este contexto, el conde de Floridablanca redactó en junio de 1779 un escrito proponiendo la creación de ese banco nacional, que debía ofrecer crédito a los cargadores, facilitar fondos a bajo interés a la Real Hacienda para hacer frente a sus conflictos bélicos y suplir de alguna manera con papel las remesas metálicas que habían dejado de llegar a España como consecuencia de una guerra que se preveía larga y que ocasionaba insufribles demoras, cuando no suspensiones de pagos y, en general, un escenario de depresión económica. Este esbozo del proyecto de un banco nacional fue enviado en primer lugar a Miguel Múzquiz, secretario de Hacienda (y futuro conde de Gausa), y a José de Gálvez, marqués de la Sonora, secretario de Indias, quienes lo devolvieron a su autor, imaginamos que convenientemente revisado. Floridablanca hizo dos nuevas redacciones remitidas otra vez a los mismos destinatarios, pero ambas finalmente acabaron, al parecer, perdiéndose en los cajones de los despachos. Conservamos el título que encabezaba el último escrito del primer secretario de Estado, fechado en octubre de 1779: Reglamento Provisional de Su Majestad para la fundación y dirección de un banco nacional en España y América. En su día, Felipe Ruiz Martín dio como razones posibles la llegada providencial de un considerable cargamento de metales preciosos mexicanos y la obtención de un jugoso préstamo otorgado por Holanda entre 1779 y 1780. Sea ello como fuere, la inyección económica no fue suficiente para resistir la confrontación con las nuevas necesidades del verano de 1780. Y es en esta coyuntura crítica donde aparece la solución de los vales reales2. 

			Los vales reales constituían un título de la deuda pública de la monarquía española, que le asignaba un interés del 4 % y un plazo de amortización de veinte años. La idea fue sistematizada y llevada a la práctica por un financiero francés, François Cabarrus, al que se conocería con su nombre hispanizado como Francisco Cabarrús y del que, por su decisiva intervención en esta historia, hemos esbozado una amplia semblanza que completa las noticias que aquí damos sobre su actuación en estos momentos decisivos. Cabarrús, en efecto, se puso al frente de un consorcio de hombres de negocios españoles, holandeses y franceses que, para evitar las consecuencias de la falta de dinero en metálico provocada por el bloqueo inglés de la Carrera de Indias, suministró a la Real Hacienda un préstamo de nueve millones de pesos de vellón en metálico, efectos y letras, a compensarse con 9.900.000 pesos de vellón en vales reales (20 de septiembre de 1780). Nacía así, como dijimos, el primer papel moneda de España, aunque con resultados poco halagüeños, ya que a las seis semanas ya se cotizaban por debajo del par, pese a las garantías ofrecidas, como eran su admisión obligatoria por todas las cajas públicas y su curso legal con las limitaciones del pago de los haberes y de las transacciones al pormenor.
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			Sin embargo, a pesar de esta decepcionante respuesta por parte del público, Cabarrús se vio obligado a realizar (entre abril de 1781 y julio de 1782) dos nuevas emisiones de vales reales por valor de 303 millones de reales de vellón, con el fin de financiar las campañas de Gibraltar y Menorca. Esta segunda emisión tenía la particularidad de salir ya un 4 % debajo del par, debido al negativo giro de la guerra, el excesivo monto de la emisión y la interrupción del tráfico en la Carrera de Indias. Como veremos, la trayectoria de los vales reales estuvo íntimamente vinculada a la creación del Banco de San Carlos, aunque ambas historias se entrecrucen de varias maneras hasta la supresión de la entidad bancaria.

			En efecto, fue la depreciación de las primeras emisiones de vales reales lo que decidió a Cabarrús a dar el paso decisivo (12 de octubre de 1781) de elaborar un proyecto detallado para la creación de la entidad bancaria. El proyecto, que en principio parecía tener como propósito principal la amortización de unos vales reales que no eran capaces ni siquiera de alcanzar la cotización al par, contó con el beneplácito del rey y del primer secretario de Estado, conde de Floridablanca, y el apoyo de la Sociedad Económica Matritense de Amigos del País, tras el informe dado por Gaspar Melchor de Jovellanos (14 de marzo de 1782): Dictamen que dio en una junta formada de orden de Su Majestad para el examen del proyecto de un banco nacional presentado por el conde de Cabarrús. En contra se pronunció, como era de esperar, la principal afectada, la Compañía de los Cinco Gremios Mayores de Madrid (en aquel momento la única en descontar efectos mercantiles y letras de cambio y la beneficiaria de los suministros al ejército y la marina de guerra, extremo incluido en la propuesta de Cabarrús), e incluso el propio secretario de Hacienda, el conde de Gausa, aunque solo al principio, para volver pronto a sostener una opinión favorable. Fortalecido por el favor real y la opinión de Jovellanos y la corporativa de la Sociedad Matritense, Cabarrús elaborará un nuevo memorial que puede ser considerado (en palabras de Earl Jefferson Hamilton) como “el estudio más amplio y detallado de un proyecto de banco nacional” realizado en el siglo XVIII (13 de abril de 1782). Además, si bien la Real Hacienda pudo seguir haciendo tratos con la Compañía de los Cinco Gremios Mayores, la mayor damnificada por la decisión, esta sociedad renunció finalmente al punto más conflictivo de las concesiones hechas al banco, aquel que le otorgaba el suministro de material para el Ejército, la Marina y los presidios, más el abastecimiento de Madrid. El Banco de San Carlos fue creado por una Real Cédula publicada el 2 de junio de 1782 y entró en funcionamiento el 1 de junio del año siguiente, fecha muy cercana a la firma de la paz de Versalles (3 de septiembre de 1783), que ponía provisionalmente fin a las hostilidades entre España e Inglaterra. En cualquier caso, el panorama político y financiero de la monarquía volvería a ensombrecerse en la década siguiente (con una serie de guerras desatadas a partir de 1793), lo que condicionaría el destino del recién nacido organismo (Hamilton, 1970: 202).

			La Real Cédula de 2 de junio de 1782 constaba de 46 capítulos, que debemos analizar a continuación3. Inspirado más en los modelos europeos que en los antecedentes nacionales (Banco de Inglaterra y Banco de Ámsterdam, teniendo en cuenta como referencia negativa el desastre de la Banca General de John Law), el Banco de San Carlos gozaba de la “protección real” (mal definida pero eficaz de cara al exterior, ya que ello aseguraba su “subsistencia y la confianza pública”), aunque era de propiedad privada, de modo que la Corona y demás instituciones (municipios, órdenes religiosas, etc.) carecían de un control efectivo sobre el banco por muchas acciones que hubiesen adquirido (artículo n.º 1). 

			El artículo n.o 2 ya se refería al factor principal que había motivado su erección, la amortización de los vales reales, aunque esta finalidad particular apareciera englobada en otras más generales: “El primer objeto e instituto de este banco es el de formar con él una caja general de pagos y reducciones para satisfacer, anticipar y reducir a dinero efectivo todas las letras de cambio, vales de tesorería y pagarés que voluntariamente se llevaren a él”. Se anunciaba así la creación de la Caja de Amortización, a la que habremos de referirnos más adelante. 
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De hecho, ya en el preámbulo a la disposición real se hacía explícita referencia a esta relación entre causa (necesidad de amortización de los vales reales) y efecto (creación del banco): “La erección de Vales y medios Vales de Tesorería a que han precisado las urgencias de la presente guerra por no cargar de pesadas contribuciones a mis fieles vasallos, exigía también el establecimiento de un recurso pronto y efectivo para reducir aquellos Vales a moneda de oro y plata cuando sus tenedores la necesitasen o prefiriesen”. Este medio había sido el Banco de San Carlos, concebido para que “abrazase aquellos objetos y los desempeñase”. 

			El artículo n.º 3 asentaba otra de las actividades principales del banco: “El segundo objeto e instituto del Banco será administrar o tomar a su cargo los asientos del Ejército y Marina dentro y fuera del reino, a cuyo fin ofrezco y empleo mi palabra real que por tiempo de veinte años a lo menos le encargaré los ramos de provisión de víveres del Ejército y Armada y de vestuario de las tropas de tierra de España e Indias”. Con la salvedad de que el banco, que recibiría una comisión, revisable, del diez por ciento, no se beneficiaría de esta concesión “hasta que haya fenecido el tiempo de los asientos actuales y el Banco tuviere proporción y fondos para tomarlos”. Estos privilegios, que eran una de las razones de la oposición de los Cinco Gremios Mayores, beneficiarios de los mismos hasta el momento, efectivamente no casaban bien con una entidad esencialmente financiera y, como en otros casos dentro de las compañías privilegiadas de la monarquía, constituían una pieza discordante dentro del organigrama funcional de la nueva institución, que se vería a la larga seriamente perjudicada por este compromiso, como más tarde habría de ponerse de manifiesto.
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El artículo n.º 4 se limitaba a señalar para las remesas extranjeras a la Corona una modesta comisión del 1 %: “El tercer objeto y obligación del Banco ha de ser el pago de todas las obligaciones del Giro en los países extranjeros con la comisión de uno por ciento”. De esta regla general se exceptuaban las remesas de Roma, un caso especial que el gobierno había de analizar separadamente, aunque se anunciaba la posibilidad de transferirle la responsabilidad también al banco.

			Los artículos siguientes se ocupaban del capital social de la entidad y de la
condición de sus accionistas. El “Banco y Caja general de reducción” (ha de des-
tacarse el matiz, que subraya el primero de sus objetivos) tendría un capital de quince millones de pesos fuertes, formado a partir de la suscripción de 150.000 acciones de dos mil reales de vellón cada una. Todos los particulares, ya fueran naturales o extranjeros, tendrían opción a la adquisición de las acciones, pagaderas en dinero en efectivo, en vales o medios vales (reales) o en letras de cambio. Finalmente, se preveía la posibilidad de sucesivos aumentos del capital a base de la emisión de mil acciones trienales. Solo deberíamos indicar que, ya incluso antes de la promulgación de la Real Cédula, Jovellanos, que, como ya dijimos, había acogido con euforia la creación del banco, expresaba (en el dictamen ya citado del 14 de marzo de 1782) sus dudas respecto a la para él excesiva cuantía del capital fundacional, que podía generar una nociva inflación, mientras la dificultad en invertir fondos tan considerables podía hacer poco remuneradores los dividendos a repartir entre los accionistas, por lo que proponía (sin éxito) su reducción a doscientos millones de reales. Otra dificultad añadida por propia voluntad de los promotores fue la autorización dada a los accionistas de disponer en efectivo del valor nominal de las acciones cuando lo necesitasen, quedando sus vales en garantía (artículo n.º 39).   

			El accionariado reunido en las juntas anuales asumía a continuación el control colectivo de la entidad, aprobando o rechazando las medidas propuestas por los ocho directores (que debían poseer un mínimo de cincuenta acciones cada uno, reducidas después a solo 25), a razón de un voto por accionista. Dos de los directores se encargaban estrictamente de los suministros al Ejército y la Marina, mientras los otros seis se mantenían dos años en el cargo siendo cesados y sustituidos la mitad cada año. En los artículos n.º 13 al 19 se especificaban también la calidad de los directores: tres de ellos debían ser hombres de negocios reconocidos (“comerciantes […] sin tacha de quiebra o suspensión de sus pagos”) y los otros tres podrían “ser elegidos en el orden de la nobleza o ciudadanos” (artículo n.º 16). El accionariado tenía la potestad de elegir al cajero, al secretario y al primer contable, quedando el nombramiento de los demás cargos a discreción de los directores. Eso sí, todos debían ser españoles. Earl Jefferson Hamilton criticó esta organización por la ineficiencia de las juntas para asumir la aprobación de la mayoría de las normas y, por tanto, por lo que él llamaba “la carencia total de un jefe ejecutivo” (Hamilton, 1970: 205).  

			Sucesivas disposiciones reales animaron a los diversos particulares, estamentos e instituciones a la participación en la nueva entidad. El 27 de agosto de 1782 un decreto estimulaba a los municipios a la compra de acciones, mientras el 23 de febrero de 1783 se daba preferencia a las acciones del banco para las inversiones de hospitales, iglesias, congregaciones, dotes religiosas, fundaciones y legados, al tiempo que se escribía en el mismo sentido a las autoridades peninsulares y ultramarinas. En esta línea, el rey suscribió mil acciones y el príncipe de Asturias otras quinientas, mientras los depositarios de los fondos de los jesuitas expulsos se hacían con un paquete de otras dos mil. También los municipios y las hermandades respondieron generosamente a la oferta, pero no ocurrió lo mismo con los posibles inversores particulares, que no se sintieron atraídos por el proyecto, lo que generó una primera debilidad en el devenir del banco. En noviembre de 1782 (cinco meses después de la promulgación de la cédula de erección) se habían suscrito solo 9.452 acciones, que eran poco más de la quinta parte de las 45.000 que se consideraban necesarias para la constitución de la primera junta del banco. Hubo que sortear el expediente, abriendo la junta el 20 de diciembre, sin cumplir las condiciones estipuladas. 

			Esta primera junta designó por unanimidad al equipo directivo. Francisco Cabarrús fue nombrado director honorario nato, con derecho a voto y sin límite de tiempo en su mandato. Los restantes miembros fueron el conde de Altamira, Gregorio Joyes, el marqués de Matallana, Juan Bautista Rossi, José del Toro y Pedro Bernardo Casamayor. Para los cargos de directores de provisiones, fueron elegidos Juan Provilhet, Ramón Talavera, Juan José de Goicoechea y Diego Gardoqui, quien luego sería secretario de Hacienda. Las restantes responsabilidades recayeron en Pedro Davout (jefe de Contabilidad), Joaquín Pablo de Goicoechea (cajero) y Benito Briz (secretario, que quedó vinculado al banco durante varias décadas).

			La dirección del banco mantuvo su regularidad en los años siguientes, aunque con los correspondientes cambios. Así, en la séptima junta ordinaria, celebrada en 1789, los cargos fueron muy semejantes en atribuciones, número y hasta en personas. Los directores fueron Francisco Cabarrús (nato), el marqués de Astorga (nato), el marqués de Velamazán, el marqués de Castrillo, el conde de Revillagigedo e Ignacio de Heredia. Como directores fijos del Giro quedaron Antonio Galabert y Pedro Bernardo de Casamayor, que ya figuraba en 1782. También repetía el director de Provisiones, Juan Bautista Rossi y, como tenedor general de libros, Pedro Davout, mientras el cargo de cajero general recaía en Pedro Pauca. El incombustible Benito Briz volvía a ser el secretario, mientras entraba a formar parte del equipo directivo, como procurador general de los reinos, Pedro Manuel Sáenz de Pedroso, regidor perpetuo de Valladolid.

			Sin embargo, las optimistas previsiones de Cabarrús para el banco (que, como ya dijimos, empezaría a funcionar en junio de 1783, en vísperas de una coyuntura política y económica que iba a ser favorable para España), pronosticando que el capital de 300 millones de reales generaría una renta de 12 millones, pronto se revelaron muy alejadas de la realidad, sencillamente porque esta realidad incluía una serie de factores que no se habían tenido en cuenta: la aleatoriedad de las operaciones, las repercusiones de las guerras que se avecinaban, los préstamos fallidos y otras incidencias negativas. Y así, en la segunda junta (diciembre de 1783), las acciones efectivamente abonadas ascendían a 28.150, solo algo por encima de la mitad inicialmente requerida para la constitución de las juntas (45.000). Y los sucesivos arbitrios para cambiar el sentido de la tendencia tampoco se revelaron suficientes: la emisión de 52 millones de billetes solo se había cubierto en parte a fines de noviembre de 1783 (32.750.000 billetes en circulación), mientras que la apertura de cuentas corrientes (acordada el 10 de octubre de 1785) solo se tradujo en un escaso número de depósitos, pese a la buena voluntad de Cabarrús y otros particulares.
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Como confirmación de que el banco no acababa de despegar, los déficits detectados en el cumplimiento de sus principales objetivos dan cuenta de esta realidad descorazonadora. El principal objetivo, la amortización de los vales reales, se cumplía a un ritmo cansino (2.314.000 vales reales en diciembre de 1783 y un total de doce millones de reales en diciembre de 1784, lo que, pese a la buena respuesta de Cádiz (donde las amortizaciones no se realizaban al par, al contrario de lo practicado en las demás plazas), significaba que solo se habían retirado de la circulación menos del 3% del total. Para colmo de males, las circunstancias generales cambiarían de signo, haciéndose adversas en la década siguiente: las guerras sucesivas contra la Francia revolucionaria y contra Inglaterra obligaron a nuevas emisiones de vales reales entre 1794-1795 y 1799 por valor de un total de 1.763 millones de reales, generando una previsible e imparable depreciación del papel moneda. En estas circunstancias hubo ya que tomar medidas excepcionales, singularmente la creación de la Caja de Amortización, ya citada, y a la que nos referiremos detalladamente más adelante.    

			El segundo puntal del banco, el monopolio del abastecimiento al Ejército, la Armada y las fortalezas en todos los territorios del Imperio, no dejó de dar disgustos desde el comienzo, una vez superadas las objeciones de otros institutos, singularmente la Compañía de los Cinco Gremios Mayores de Madrid. Primero, los responsables hubieron de enfrentarse con el problema general de todos los asientos: la tendencia al fraude en la calidad y el precio de los suministros pactados por parte de los proveedores, con los que hubo de entablarse constantes batallas de retaguardia. Y después, la dificultad para gestionar un ramo tan conflictivo, de modo que el encargo de la Corona para abastecer tres presidios en Marruecos (al que seguiría la iniciativa del banco de negociar un asiento para la provisión de uniformes para las tropas estacionadas en los territorios americanos) embarcó a los responsables de esta sección en la aventura de importar madera, mástiles, aparejos, hierro y clavazón desde el Báltico para la construcción de los navíos necesarios. El banco empezó a navegar por aguas turbulentas, de modo que las pérdidas en este ramo alcanzaron la cifra de unos cinco millones y medio de reales anuales, hasta que se produjo la obligada (y demasiado tardía) supresión del monopolio en junio de 1791.

			Finalmente, en relación con la tercera base de la entidad (y el tercer compromiso de acuerdo con la cédula de constitución), el monopolio sobre las remesas extranjeras, hubo de recurrirse a otro expediente extraordinario para evitar el declive de esta fuente de ingresos. En 1783, la monarquía otorgó al banco el privilegio, realmente excepcional, de las exportaciones en metálico. Un privilegio que, concedido solo temporalmente, sería renovado el 12 de enero de 1794 por un periodo de otros dieciséis años y que se convertiría en el eje básico sobre el que pivotaría la acción del banco durante tres décadas. La defensa de Cabarrús demostraba que un país debía tener unas reservas adecuadas a su comercio, que la plata, producida principalmente por España, era un producto perfectamente exportable y que la supresión de la exportación de plata produciría una inflación incontrolada (al estilo de la revolución de los precios del siglo XVI, pensaría quien tuviera memoria histórica) (Tedde, 1996).

			En cualquier caso, este fue el comportamiento de las principales actividades del Banco de San Carlos, que a partir de la firma de la paz de Versalles a finales de 1783 y hasta el desencadenamiento de un  nuevo periodo de guerras prolongado desde 1793 hasta la segunda década del siglo siguiente, conocería, a pesar de los obstáculos señalados y las nuevas decepciones que sufriría antes de su reorganización en 1794, su periodo de mayor esplendor, en puridad su único periodo de esplendor, en cuyo transcurso llegaría incluso a abrir oficina en París en 1793, justo antes del cambio de signo de la coyuntura. 

			También se estableció una sucursal en Cádiz, el corazón de la Carrera de Indias y el mayor mercado del oro y la plata de España (y posiblemente de Europa). Dotada con un capital de cincuenta millones de reales (es decir la sexta parte del capital fundacional del Banco de San Carlos), la institución se tomó su tiempo para ponerse en marcha, pero al fin abrió sus puertas el 1 de mayo de 1785 bajo el nombre de Caja del Banco Nacional de San Carlos en Cádiz. El gobierno de la entidad recayó en dos directores, uno comerciante en la Corte, Ramón Talavera y Dalmases, y el otro comerciante en Cádiz, Manuel Sáenz de Tejada Hermoso; en dos administradores, actuando el primero, Faustino de Gelos, como tenedor de libros y el segundo, Joaquín Ramón de Ezcurra, como cajero. Finalmente, se constituyó una junta inspectora, compuesta por el depositario de los caudales de Indias en Cádiz, el prior (o uno de los cónsules) del Consulado de Cargadores a Indias y dos accionistas de la ciudad, el marqués de los Castillejos y Pedro Lenormand, además de un secretario, puesto desempeñado por el tenedor de libros4.  

			Ahora bien, si los objetivos prioritarios de la sucursal, tal como se explicitaban en el primer artículo del Reglamento de 1785, eran el descuento de letras y pagarés al 5% y la negociación de las letras remitidas por la dirección central, sin embargo, desde 1786 en adelante, el principal negocio de la oficina gaditana fue el de los seguros marítimos, cuyas ganancias se cifraban en un 37 % tras la deducción no descabellada de una cuarta parte de pérdidas por los reembolsos ocasionados por los naufragios y otros accidentes y de un 0,5 o un 1% del coste de las operaciones. La sucursal funcionó sobre esa base hasta el año crucial de 1793, en que el comercio ultramarino se vio interrumpido por la guerra y con ello el ramo de los seguros marítimos. Mientras tanto, hubo de hacer frente a frecuentes contratiempos, como la quiebra de Juan Bautista Montaldi, un especulador de la Corte con una considerable cantidad de efectos descontados en el banco (1787), la ruinosa operación fomentada por el propio Cabarrús de invertir 36 millones de reales en efectos públicos franceses, ahora muy depreciados pero con buenas perspectivas de una fuerte recuperación que nunca se produjo (1788), la quiebra de la firma de Esteban Laborda con efectos en el banco superiores al millón de reales (1788), la quiebra de Manuel Rances (1789) y la quiebra de Verduc, Yoliff, Seré y compañía (1789). A ello había que añadir la deuda contraída por la Real Compañía de Filipinas, empresa a la que, como veremos enseguida, se había incorporado con el mayor entusiasmo el propio Cabarrús, y con él el Banco de San Carlos y la Caja de Cádiz. Ahora bien, resulta sorprendente que en el momento de auge del comercio colonial finisecular y cuando la caja funcionaba de modo coherente en su misión de apoyo crediticio al comercio gaditano, la situación pudiera ser calificada de alarmante por el prior del Consulado de Cádiz y el depositario de los caudales de Indias, ambos vocales de la institución (como ya vimos), quienes llamaban la atención sobre los ramos que amenazaban arrastrar a la caja hacia su ruina: “el estado de cuentas de la Compañía de Filipinas, cuya deuda supercrece”, los descubiertos de varias casas de comercio, “casi todas extranjeras”, la inseguridad de las suscripciones realizadas a favor de dos de aquellas, “en la actualidad en quiebra cuyos descuentos los consideramos de muchísimo riesgo”. De este modo, la sucursal, la única oficina provincial establecida por el banco, solo pudo resistir, y en condiciones muy precarias (dada la dramática caída del comercio colonial a partir de 1793), hasta 1802, fecha en que se decretó su cierre definitivo. 

			[image: ]

			El momento de esplendor de la década de los ochenta se basó en una serie de circunstancias favorables para la vida económica en general y para el Banco de San Carlos en particular: el buen clima comercial y financiero del periodo posbélico, los diez años de paz que se extendieron entre la firma del tratado de Versalles (1783) y el estallido de la guerra de Convención (1793), y el considerable beneficio obtenido de la negociación de los metales preciosos (especialmente de la plata). Ello fue la causa de la euforia de ese tiempo: las acciones pasaron a venderse (con aprobación de la Junta de Gobierno en 7 de septiembre de 1784) a 2.100 reales de vellón y al año siguiente (desde enero) a 2.200 reales de vellón, con excelentes resultados, pues la cifra de 28.150 acciones de diciembre de 1783 ascendió hasta las 88.755 de noviembre de 1784 (es decir, las suscripciones se triplicaron con creces en menos de un año). Del mismo modo, en ese annus mirabilis de 1784 se pudieron pagar unos dividendos del 9 %. Las acciones empezaron, además, a ser objeto de especulación, de tal manera que al año siguiente se vendían por 2.500 reales en abril y por 2.700 reales en junio, llegando a alcanzar la cifra de 2.800 en España y hasta de 3.200 reales en Francia, Suiza y los Países Bajos. Al mismo tiempo, el banco se embarcaba en dos nuevas emisiones de vales (en 1785 y 1788) por importe de 99 millones de reales para financiar las obras de la Acequia Imperial de Aragón y el Canal Real de Tauste. 

			Y es que, en efecto, la euforia empujó al banco a adentrarse en una política de desarrollo de la producción (especialmente en el año 1785). Primero nombró a un delegado en cada provincia para que averiguase las posibilidades de estimular el desarrollo económico (doblando las funciones de los consulados y de las sociedades económicas de Amigos del País). Después, concedió préstamos a seis meses a algunos establecimientos industriales bien considerados. Y a continuación, obtuvo la autorización para que las fábricas pudieran solicitar créditos (1786).

			Del mismo modo, la buena marcha de la institución dio alas a otras iniciativas de mayor alcance, como la financiación del Canal del Manzanares (a partir de enero de 1785) y, sobre todo, del Canal del Guadarrama, una de las empresas hidráulicas más ambiciosas de todo el siglo y aun de toda la historia moderna de España (a partir de mayo de 1786). La junta del banco ofreció al Gobierno un préstamo al 4 % de interés, pero el proyecto nunca produjo sino bajos rendimientos hasta saldarse con un rotundo fracaso (dejando al banco en 1807 entre ambos proyectos un descubierto de ocho millones de reales), lo que sin duda desaminó a los inversores para acometer en el futuro obras de esta o parecida envergadura.  

			Sobre todo, el banco favoreció de forma particular otro de los proyectos en que estaba implicado personalmente Cabarrús, la compra de acciones de la recién fundada Real Compañía de Filipinas (1785), destinada al comercio directo con aquellas islas (y otras escalas previas a este destino final), que navegaría por la doble ruta del cabo de Hornos (con escala principal en el puerto peruano del Callao) y del cabo de Buena Esperanza, derrotero este que le permitía introducirse en el comercio de la India a través de los enclaves de Tranquebar y Calcuta. El banco llegó a aportar veintiún millones de reales, más de la sexta parte de un capital fundacional de ciento veinte millones de reales5.  

			Este entusiasmo se vio contenido por algunos signos alarmantes. Primero: el asiento militar seguía costando caro (un total, como ya adelantamos, de cinco millones y medio de reales al año), una sangría persistente de la que el banco no se libró hasta que aceptó la oferta del Estado de renunciar al mismo (votada en junta el 9 de junio de 1791). Fue una medida tardía, pero necesaria, por más que el banco quisiera insensatamente revocarla después (en agosto de 1792), aunque para su suerte sin encontrar la aprobación real. 

			Segundo, la baja de las operaciones de exportación de plata era una realidad perfectamente previsible, una vez que se deshiciera la masa metálica acumulada durante los años de guerra, aunque el renglón siguió dando sus frutos durante los años siguientes, de modo que (como ya dijimos) el monopolio se prolongó en 1794 por otros dieciséis años, hasta 1810. 

			A todo ello, había que sumar la depreciación de los vales reales y las críticas suscitadas de agravar con sus operaciones especulativas la inflación en Castilla, que habría alcanzado la cifra de 7,5 % entre 1784-1785. La respuesta de Cabarrús tardó en llegar, mediante la arriesgada operación de adquirir obligaciones francesas que, como ya adelantamos, pronto se depreciaron y hubieron de revenderse con grandes dificultades. 

			Sin embargo, la labor del banco prosiguió pese a los contratiempos, hasta llegar a la crisis de 1790, que significó la caída en desgracia de Cabarrús y obligó en 1794 a la completa remodelación de la institución financiera. La dimisión en bloque de la Junta de Gobierno en 1790 precedió a una nueva planta directiva, que dividió a aquella junta en un consejo general compuesto por doce gobernadores (tres de ellos forzosamente nobles y otros tres forzosamente comerciantes), elegidos por los accionistas por un periodo de dos años y sustituidos la mitad de ellos anualmente.

			En 1794 se adoptó la medida extraordinaria de emitir 50 millones de reales en billetes, pero la acción no se vio coronada por el éxito: a finales de 1796, solo se hallaban en circulación 6.498.000 reales, menos de la séptima parte de la emisión. Para evaluar la situación, José Canga Argüelles realizó un estudio sobre el estado de la circulación de billetes (agosto de 1797-julio de 1798), que arrojó la decepcionante cifra de 9.788.100 reales. El papel moneda seguía sin contar con la confianza del público. 

			En 1798, la amortización de los vales reales (que se habían incrementado, como ya señalamos anteriormente, con las emisiones de 1794 y 1795 por un total de 963 millones de reales y la última de 1799 por valor de 800 millones de reales) seguía siendo una cuestión sin resolver. Es entonces cuando, siendo ministro de Hacienda Francisco de Saavedra, surge la iniciativa de fundar una caja de amortización (febrero de 1798), “enteramente” separada de la Tesorería mayor de la Corona y puesta bajo la eficiente dirección de Manuel Sixto Espinosa, que también sería denostado más tarde, como Cabarrús, por pertenecer al grupo de los afrancesados. Era la respuesta del Gobierno a la práctica bancarrota de la Real Hacienda.

			Siendo el eje de la cuestión obtener efectivo para poder pagar los vales reales llevados a la oficina, la creación de la Caja de Amortización estuvo íntimamente vinculada a otra medida (que luego se repetiría hasta el punto de devenir un clásico en la historia financiera española), la de proceder a la desamortización de determinados bienes eclesiásticos para ponerlos a disposición de las necesidades del Estado. La desamortización (dada a conocer y estudiada primero por Richard Herr) fue puesta en práctica (pese a ser conocida usualmente como “desamortización de Godoy”) con Miguel Cayetano Soler como secretario de Hacienda y con Mariano Luis de Urquijo como secretario de Estado (desde agosto por enfermedad de Saavedra), en septiembre de 1798, y consistió, en efecto, en la venta de una serie de bienes vinculados, especialmente propiedades de instituciones benéficas de la Iglesia (hospitales, hospicios, casas de misericordia y orfanatos), casas de reclusión, memorias, patronatos y colegios mayores, así como parte de los bienes de los jesuitas expulsos, cuyo producto era asignado por la Corona a la Caja de Amortización, lo que si bien ayudaba al fin propuesto, dejaba por otra parte maltrechas las rentas de la red asistencial eclesiástica. Las ventas, efectuadas entre 1800 y 1808, según Richard Herr, alcanzaron un valor de 1.600 millones de reales (una sexta parte de los bienes de la Iglesia), que hubieran sido suficientes para amortizar hasta un 75% de los vales en circulación. En marzo de 1799 se ingresó en la caja la quinta parte de los fondos de los pósitos del reino y un mes más tarde se anunció el ingreso del producto de la mesa maestral y de las encomiendas de las cuatro órdenes militares, más la tercera parte del de todas las mitras de España y las Indias, el líquido de los productos de la Acequia Imperial y del Canal de Tauste, de la renta del papel sellado y de la lotería, y los 22 millones de reales consignados anualmente sobre la renta del tabaco americano. Así, la Caja de Amortización, en sus dieciséis meses de vigencia, y gracias a los ingresos procedentes de las medidas desamortizadoras, pudo retirar un total de 39 millones y medio de vales reales. Sin embargo, su labor fue contrarrestada por las extracciones de numerario, vales reales y otros efectos por parte de la tesorería y por la emisión (el 8 de abril), ya señalada anteriormente, de un total de casi 800 millones de reales de vales. Todo ello aconsejó su supresión y su sustitución por una caja de consolidación bajo la tutela del Consejo de Castilla, que, sin embargo, al igual que la anterior, hubo de desviar los recursos destinados a la amortización de los vales reales a la atención de las necesidades de la monarquía (Herr, 1974; Tomás y Valiente, 1977: 38-47).
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FIGURA 2

LETRA DE CAMBIO DEL BANCO DE SAN CARLOS, 1788. EL DESCUENTO DE LETRAS DE CAMBIO
FUE LA PRIMERA FUNCION DE LA CAJA DEL BANCO DE SAN CARLOS EN CADIZ
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FIGURA 8

EDIFICIO DE LA CALLE MONTERA 22 AL QUE
E TRASLADO EL BANCO DE SAN CARLOS EN

1825 Y EN EL QUE CONTINUO EL BANCO DE
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CON EL DE ISABEL II, SE MUDO A OTRA SEDE






OEBPS/Images/8.png
FIGURA 7
FERNANDO VIl CON MANTO REAL.
FRANCISCO DE GOYA, 1814
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FIGURA 3
CARLOS Ill. ANTON RAPHAEL MENGS, C. 1765.
EN SU REINADO SE CRE( EL BANCO DE SAN

Fuente: Museo Nacional del Prado.
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FIGURA 1 |
FRANCISCO DE CABARRUS.

FRANCISCO DE GOYA, 1788

Fuente: Coleccién Banco de Espah
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FIGURA &

ILUSTRACION DEL PALACIO DE MONISTROL (1885), SEDE DEL BANCO DE SAN CARLOS HASTA
SU TRASLADO A LA CALLE MONTERA. FACHADA CORRESPONDIENTE A LA CALLE DE LA LUNA
SEGUN PROYECTO DEL ARQUITECTO RICARDO VELAZQUEZ BOSCO

Fuente: Archivo de la Corona de Aragén, Ministerio de Culturay Deporte.
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FIGURA 1
JOSE MONINO, CONDE DE FLORIDABLANCA.
FRANCISCO DE GOYA, 1783
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FIGURA2
ACCION DE 2.000 REALES DE VELLON, 1782
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FIGURA §

BILLETE DE 1.000 PESETAS EN CUYO ANVERSO APARECE UN RETRATO
DEL CONDE DE CABARRUS Y EN EL REVERSO DE CARLOS lII. 1895
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FIGURA 5
FRANCISCO DE CABARRUS. AGUSTIN ESTEVE
MARQUES, C. 1798
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FIGURA 3

CARLOS IV. FRANCISCO DE GOYA, 1789.
EL REY CONCEDIO EL TiTULO DE
CONDE A FRANCISCO DE CABARRUS
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FIGURA 4

FRANCISCO DE CABARRUS. CARTAS
SOBRE LOS OBSTACULOS QUE LA
NATURALEZA, LA OPINION Y LAS
LEYES OPONEN A LA FELICIDAD
PUBLICA. 1813 [ESCRITAS EN 1792)
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FIGURA 4

REAL CEDULA DE S.M. POR LA QUE SE CREA,
ERIGE Y AUTORIZA EL BANCO NACIONAL DE
SAN CARLOS, 1782
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